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MEDIDAS DE CARÁCTER PROCESAL Y MERCANTIL
Suspensión del deber de solicitud de concurso
Hasta que se levante la suspensión de plazos procesales, los deudores en estado de insolvencia en los municipios afectados por la DANA no están obligados a solicitar la declaración de concurso o la apertura de procedimiento especial. 
Durante dos meses tras el levantamiento de la suspensión, no se admitirán solicitudes de concurso necesario presentadas durante la insolvencia o esos dos meses. Las solicitudes de concurso voluntario se admitirán con preferencia, aunque sean posteriores.   
Los deudores que hayan comunicado la apertura de negociaciones con acreedores para un plan de reestructuración o continuación, o solicitado la homologación de un plan de reestructuración, tampoco están obligados a solicitar la declaración de concurso durante la suspensión.

Obligaciones derivadas de contratos afectados por la DANA
Se concreta la institución de la fuerza mayor prevista en el artículo 1105 del Código Civil tanto para contratos de compraventa de bienes, de prestación de servicios o de provisión de suministros:
- Se exonera de responsabilidades respecto de la ejecución de los contratos de imposible cumplimiento a las partes, y la forma de llevarse a cabo la restitución de los importes que hayan podido ser abonados: Será en un máximo de 30 días desde que el contrato deviene de imposible cumplimiento, sin derecho a compensación alguna.
- Contratos de suministro: Se prevé de forma expresa la imposibilidad de ejecución de servicios de tracto sucesivo: La persona consumidora o usuaria afectada tendrá derecho a elegir entre la resolución del contrato, sin pagar ninguna penalización, o el aplazamiento de la ejecución de este en los términos que se acuerden entre las partes. En estos supuestos, el empresario podrá ofrecer opciones de recuperación del servicio a posteriori o, bajo la aceptación de la persona consumidora o usuaria afectada, a minorar la cuantía que resulte de las futuras cuotas a imputar por la prestación del servicio. Asimismo, el empresario prestador del servicio se abstendrá de presentar a cobro nuevas mensualidades hasta que el servicio pueda prestarse con normalidad, sin que ello dé lugar a la rescisión del contrato, salvo por la voluntad de ambas partes.
-Ante la alteración sobrevenida de las circunstancias que motivaron la suscripción de contratos de consumo por las personas afectadas, se positiviza la cláusula rebus sic stantibus, : En aquellos contratos en los que el empresario pueda ejecutar el contrato, pero la persona consumidora no pueda recibir el bien o no pueda disfrutar del servicio o del suministro objeto de este, se confiere a estas personas el derecho a optar entre la resolución del contrato o el aplazamiento de la ejecución de este.
-Contratos de transporte: Se confiere a las personas consumidoras o usuarias afectadas el derecho a poner fin a un contrato de transporte sin pagar ninguna penalización al haberse producido una circunstancia inevitable y extraordinaria que afecta significativamente a la ejecución del viaje.
 -  Como garantía de seguridad jurídica, se prevé un plazo de prescripción de seis meses para el ejercicio de los derechos por parte de las personas consumidoras o usuarias afectadas. Este plazo comenzará a computar desde el momento en que naciese el derecho o desde la entrada en vigor de la norma, en caso de que el derecho hubiese nacido con anterioridad.
